
LEY 962 DE 2005 

  

(Julio 8) 

  

“Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y 
procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan 
servicios públicos.” 

  

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

  

DECRETA: 

  

TÍTULO I 

  

NORMAS GENERALES 

  

CAPÍTULO I 

  

DISPOSICIONES COMUNES A TODA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

  

ARTÍCULO  1º. Objeto y principios rectores. La presente ley tiene por 
objeto facilitar las relaciones de los particulares con la Administración 
Pública, de tal forma que las actuaciones que deban surtirse ante ella 
para el ejercicio de actividades, derechos o cumplimiento de 
obligaciones se desarrollen de conformidad con los principios 
establecidos en los artículos 83, 84, 209 y 333 de la Carta Política. En 



tal virtud, serán de obligatoria observancia los siguientes principios 
como rectores de la política de racionalización, estandarización y 
automatización de trámites, a fin de evitar exigencias injustificadas a 
los administrados: 

  

 1. Reserva legal de permisos, licencias o requisitos. Para el ejercicio de 
actividades, derechos o cumplimiento de obligaciones, únicamente 
podrán exigirse las autorizaciones, requisitos o permisos que estén 
previstos taxativamente en la ley o se encuentren autorizados 
expresamente por esta. En tales casos las autoridades públicas no 
podrán exigir certificaciones, conceptos o constancias. 

  

Las autoridades públicas no podrán establecer trámites, requisitos o 
permisos para el ejercicio de actividades, derechos o cumplimiento de 
obligaciones, salvo que se encuentren expresamente autorizados por la 
ley; ni tampoco podrán solicitar la presentación de documentos de 
competencia de otras autoridades.  

  

 2. Procedimiento para establecer los trámites autorizados por la ley. 
Las entidades públicas y los particulares que ejercen una función 
administrativa expresamente autorizadas por la ley para establecer un 
trámite, deberán previamente someterlo a consideración del 
Departamento Administrativo de la Función Pública adjuntando la 
manifestación del impacto regulatorio, con la cual se acreditará su 
justificación, eficacia, eficiencia y los costos de implementación para 
los obligados a cumplirlo; así mismo deberá acreditar la existencia de 
recursos presupuestales y administrativos necesarios para su 
aplicación. En caso de encontrarlo razonable y adecuado con la política 
de simplificación, racionalización y estandarización de trámites, el 
Departamento Administrativo de la Función Pública autorizará su 
adopción e implementación. 

  

Para el cumplimiento de esta función el Departamento Administrativo 
de la Función Pública contará con el apoyo de los Comités Sectoriales 
e intersectoriales creados para tal efecto. Asimismo, podrá establecer 



mecanismos de participación ciudadana a fin de que los interesados 
manifiesten sus observaciones. 

  

El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública 
rendirá, al inicio de cada período de sesiones ordinarias, informe a las 
Comisiones Primeras de cada Cámara sobre la expedición de los 
nuevos trámites que se hayan adoptado.. 

  

(Modificado el numeral segundo por el Decreto 19 de 2012, Art. 39) 

  

 3.  Información y publicidad. Sin perjuicio de las exigencias generales 
de publicidad de los actos administrativos, todo requisito, para que sea 
exigible al administrado, deberá encontrarse inscrito en el Sistema 
Único de Información de Trámites, SUIT, cuyo funcionamiento 
coordinará el Departamento Administrativo de la Función Pública; 
entidad que verificará para efectos de la inscripción que cuente con el 
respectivo soporte legal. 

  

Toda entidad y organismo de la Administración Pública tiene la 
obligación de informar sobre los requisitos que se exijan ante la 
misma, sin que para su suministro pueda exigirle la presencia física al 
administrado. Igualmente deberá informar la norma legal que lo 
sustenta, así como la fecha de su publicación oficial y su inscripción 
en el Sistema Único de Información de Trámites, SUIT. 

  

 4. Fortalecimiento tecnológico. Con el fin de articular la actuación de 
la Administración Pública y de disminuir los tiempos y costos de 
realización de los trámites por parte de los administrados, se 
incentivará el uso de medios tecnológicos integrados, para lo cual el 
Departamento Administrativo de la Función Pública, en coordinación 
con el Ministerio de Comunicaciones, orientará el apoyo técnico 
requerido por las entidades y organismos de la Administración Pública. 

  

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=45322#39


(Ver Decreto 1083 de 2015, arts. 2.2.24.1, 2.2.24.2, 2.2.24.6) 

  

ARTÍCULO  2º. Ámbito de aplicación. Esta ley se aplicará a los trámites 
y procedimientos administrativos de la Administración Pública, de las 
empresas de servicios públicos domiciliarios de cualquier orden y 
naturaleza, y de los particulares que desempeñen función 
administrativa. Se exceptúan el procedimiento disciplinario y fiscal que 
adelantan la Procuraduría y Contraloría respectivamente. 

  

Para efectos de esta ley, se entiende por “Administración Pública”, la 
definición contenida en el artículo 39 de la Ley 489 de 1998. 

  

(Ver Concepto de la SCSC del Consejo de Estado radicado No. 1899 de 
2008) 

  

ARTÍCULO  3º. Las personas, en sus relaciones con la administración 
pública, tienen los siguientes derechos los cuales ejercitarán 
directamente y sin apoderado: 

  

A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o 
técnicos que las disposiciones vigentes impongan a las peticiones, 
actuaciones, solicitudes o quejas que se propongan realizar, así como a 
llevarlas a cabo. 

  

A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los 
procedimientos en los que tengan la condición de interesados y 
obtener copias, a su costa, de documentos contenidos en ellos. 

  

A abstenerse de presentar documentos no exigidos por las normas 
legales aplicables a los procedimientos de que trate la gestión. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=62866#2.2.24.1
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=62866#2.2.24.2
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=62866#2.2.24.6
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=186#39
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=79473#0


  

Al acceso a los registros y archivos de la Administración Pública en los 
términos previstos por la Constitución y las leyes. 

  

A ser tratadas con respeto por las autoridades y servidores públicos, 
los cuales deben facilitarles el ejercicio de sus derechos y el 
cumplimiento de sus obligaciones. 

  

A exigir el cumplimiento de las responsabilidades de la Administración 
Pública y del personal a su servicio, cuando así corresponda 
legalmente. 

A cualquier otro que le reconozca la Constitución y las leyes. 

  

(Ver sentencia C-516 de 2016 de la Corte Constitucional que declara 
EXEQUIBLE la proposición jurídica “a su costa” regulada en el inciso 3º 
del artículo 3º de la Ley 962 de 2005) 

  

ARTÍCULO  4º.  Divulgación y gratuidad de formularios oficiales para la 
presentación de declaraciones y realización de pagos. Cuando sea del 
caso, los destinatarios a quienes se les aplica el presente Decreto-Ley, 
deberán habilitar los mecanismos necesarios para poner a disposición 
gratuita y oportuna de los interesados el formato definido oficialmente 
para el respectivo período en que deba cumplirse el deber u obligación 
legal, utilizando para el efecto formas impresas, magnéticas o 
electrónicas. 

  

Las entidades públicas y los particulares que ejercen funciones 
administrativas deberán colocar en medio electrónico, a disposición de 
los particulares, todos los formularios cuya diligencia se exija por las 
disposiciones legales. En todo caso, para que un formulario sea 
exigible al ciudadano, la entidad respectiva deberá publicarlo en el 
Portal del Estado colombiano. Las autoridades dispondrán de un plazo 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=78603#0


de tres meses contados a partir de la publicación del presente 
decreto, para publicar los formularios hoy existentes. 

  

Para todos los efectos legales se entenderá que las copias de 
formularios que se obtengan de los medios electrónicos tienen el 
carácter de formularios oficiales.. 

(Modificado por el Decreto 19 de 2012, Art. 26) 

  

ARTÍCULO  5º. Notificación. Cualquier persona natural o jurídica que 
requiera notificarse de un acto administrativo, podrá delegar en 
cualquier persona el acto de notificación, mediante poder, el cual no 
requerirá presentación personal, el delegado sólo estará facultado para 
recibir la notificación y toda manifestación que haga en relación con el 
acto administrativo se tendrá, de pleno derecho, por no realizada. Las 
demás actuaciones deberán efectuarse en la forma en que se 
encuentre regulado el derecho de postulación en el correspondiente 
trámite administrativo. Se exceptúa de lo dispuesto en este artículo la 
notificación del reconocimiento de un derecho con cargo a recursos 
públicos, de naturaleza pública o de seguridad social. 

  

ARTÍCULO  6º. Medios tecnológicos. Para atender los trámites y 
procedimientos de su competencia, los organismos y entidades de la 
Administración Pública deberán ponerlos en conocimiento de los 
ciudadanos en la forma prevista en las disposiciones vigentes, o 
emplear, adicionalmente, cualquier medio tecnológico o documento 
electrónico de que dispongan, a fin de hacer efectivos los principios de 
igualdad, economía, celeridad, imparcialidad, publicidad, moralidad y 
eficacia en la función administrativa. Para el efecto, podrán 
implementar las condiciones y requisitos de seguridad que para cada 
caso sean procedentes, sin perjuicio de las competencias que en esta 
materia tengan algunas entidades especializadas. 

  

La sustanciación de las actuaciones así como la expedición de los 
actos administrativos, tendrán lugar en la forma prevista en las 
disposiciones vigentes. Para el trámite, notificación y publicación de 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=45322#26


tales actuaciones y actos, podrán adicionalmente utilizarse soportes, 
medios y aplicaciones electrónicas. 

  

Toda persona podrá presentar peticiones, quejas, reclamaciones o 
recursos, mediante cualquier medio tecnológico o electrónico del cual 
dispongan las entidades y organismos de la Administración Pública. 

  

En los casos de peticiones relacionadas con el reconocimiento de una 
prestación económica en todo caso deben allegarse los documentos 
físicos que soporten el derecho que se reclama. 

  

La utilización de medios electrónicos se regirá por lo dispuesto en la 
Ley 527 de 1999 y en las normas que la complementen, adicionen o 
modifiquen, en concordancia con las disposiciones del Capítulo 8 del 
Título XIII, Sección Tercera, Libro Segundo, artículos 251 a 293, del 
Código de Procedimiento Civil, y demás normas aplicables, siempre 
que sea posible verificar la identidad del remitente, así como la fecha 
de recibo del documento. 

  

PARÁGRAFO  1º. Las entidades y organismos de la Administración 
Pública deberán hacer públicos los medios tecnológicos o electrónicos 
de que dispongan, para permitir su utilización. 

  

PARÁGRAFO  2º. En todo caso, el uso de los medios tecnológicos y 
electrónicos para adelantar trámites y competencias de la 
Administración Pública deberá garantizar los principios de 
autenticidad, disponibilidad e integridad. 

  

PARÁGRAFO  3º. Cuando la sustanciación de las actuaciones y actos 
administrativos se realice por medios electrónicos, las firmas 
autógrafas que los mismos requieran, podrán ser sustituidas por un 
certificado digital que asegure la identidad del suscriptor, de 



conformidad con lo que para el efecto establezca el Gobierno 
Nacional. 

  

ARTÍCULO  7º. Publicidad electrónica de normas y actos generales 
emitidos por la administración pública. La Administración Pública 
deberá poner a disposición del público, a través de medios 
electrónicos, las leyes, decretos y actos administrativos de carácter 
general o documentos de interés público relativos a cada uno de ellos, 
dentro de los cinco (5) días siguientes a su publicación, sin perjuicio de 
la obligación legal de publicarlos en el Diario Oficial. 

  

Las reproducciones efectuadas se reputarán auténticas para todos los 
efectos legales, siempre que no se altere el contenido del acto o 
documento. 

  

A partir de la vigencia de la presente ley y para efectos de adelantar 
cualquier trámite administrativo, no será obligatorio acreditar la 
existencia de normas de carácter general de orden nacional, ante 
ningún organismo de la Administración Pública. 

  

ARTÍCULO  8º. Entrega de información. A partir de la vigencia de la 
presente ley, todos los organismos y entidades de la Administración 
Pública deberán tener a disposición del público, a través de medios 
impresos o electrónicos de que dispongan, o por medio telefónico o 
por correo, la siguiente información, debidamente actualizada: 

  

Normas básicas que determinan su competencia; 

  

Funciones de sus distintos órganos; 

  



Servicios que presta. 

  

Regulaciones, procedimientos y trámites a que están sujetas las 
actuaciones de los particulares frente al respectivo organismo o 
entidad, precisando de manera detallada los documentos que deben 
ser suministrados, así como las dependencias responsables y los 
términos en que estas deberán cumplir con las etapas previstas en 
cada caso. 

  

Localización de dependencias, horarios de trabajo y demás 
indicaciones que sean necesarias para que las personas puedan 
cumplir sus obligaciones o ejercer sus derechos ante ellos. 

  

Dependencia, cargo o nombre a quién dirigirse en caso de una queja o 
reclamo; 

  

Sobre los proyectos específicos de regulación y sus actuaciones en la 
ejecución de sus funciones en la respectiva entidad de su 
competencia. 

  

En ningún caso se requerirá la presencia personal del interesado para 
obtener esta información, la cual debe ser suministrada, si así se 
solicita por cualquier medio a costa del interesado. 

  

ARTÍCULO  9º. De la obligación de atender al público. Las entidades 
públicas no podrán cerrar el despacho al público hasta tanto hayan 
atendido a todos los usuarios que hubieran ingresado dentro del 
horario normal de atención, el cual deberá tener una duración mínima 
de ocho (8) horas diarias, sin perjuicio de la implementación de 
horarios especiales de atención al público en los eventos en que la 
respectiva entidad pública no cuente con personal especializado para 
el efecto. Estas entidades deberán implementar un sistema de turnos 



acorde con las nuevas tecnologías utilizadas para tal fin. El Ministerio 
de Relaciones Exteriores señalará el horario en las oficinas de 
nacionalidad, tratados y visas, por la especialidad y complejidad de los 
temas que le corresponde atender conservando una atención 
telefónica y de correo electrónico permanente. 

 


